Causa  número 16.679, caratulada "FIGLIOLI, Jimena Vanesa c/ DIEFER MOTORS S.A. y Otro s/ despido";  seis de octubre  de dos  mil  cinco; Tribunal del Trabajo Nº 3 de Quilmes.-

SUMARIO

····"Tanto la doctrina como la jurisprudencia  se  encuentran acordes en exigir que el empleador  acredite  haber cumplido con los requisitos enunciados en el artículo 247 de la L.C.T., para que sea viable la indemnización "simple" allí normada"; 

····"La fuerza mayor referida ha de  ser  debidamente  comprobada  (o  comprobable) a través de la justificación de la existencia e inimputabilidad del evento que le dió origen, a fin de llevar al ánimo del  Juzgador  la certidumbre que excluya toda vacilación o duda  al  respecto"; 

····"El empleador que aduce esa causal, debe  justificar la adopción de las medidas pertinentes para evitar o superar  la coyuntura desfavorable que lo llevó a la situación de falta de trabajo";

····"El actuar  leal  y diligente de un buen hombre de negocios, implica la adopción de políticas empresarias que, de acuerdo a una previsión  razonable,  permitan  anticipar la concreción del objetivo lucrativo de  la  empresa"; 

····"Con respecto a la sanción del  art.  275  de  la  L.C.T., este Tribunal se ha  expedido  reiteradamente  estableciendo que debe ser aplicada con suma cautela y solo en los casos donde se comprueben plenamente  los  hechos que configuren la temeridad y malicia"; 

····"La prueba del trabajo extraordinario debe ser fehaciente, categórica y cabal, tanto en lo que  se  refiere a los servicios cumplidos, como al tiempo en que se desarrollaron, creándose -además-  una  presunción  desfavorable para  aquel trabajador que reclama recién al rescindir el contrato"; 

····Y lo  establecimos  en tanto creemos que, así como la Excma. Suprema Corte de Justicia provincial,  refiriendo a los reclamos por diferencias  salariales  ha  requerido "como punto de partida y modo indispensable  pautas mínimas suficientes para que  el  sentenciante  pueda pronunciarse sobre la  validez  del  pedimento"  (autos Maina c/ Gomez; L. 46.541, del 13-8-91,  entre  muchas otras),  también  es  razonable adoptar similar criterio en materia de reclamos por horas extras;

····En efecto, estamos convencidos que para viabilizar la acción que persigue el cobro de  horas  extras,  no basta que en demandada se determine un horario que supere la "jornada normal", y, en  su  consecuencia,  se integre a la liquidación un monto global seguido de la clásica nominación "horas extras  al  50  %  u  Horas  extras al 100%, o ambas a la vez.- 

····Tampoco es suficiente que un par de testimonios se limiten a repetir (de memoria, a veces) un horario, en tanto no produzcan un detallado resumen de días, meses y años a los que se pretende atribuir el mismo.-

····Además  creemos que quita seriedad a la acción deducida el hecho de que no se halla acreditado petición alguna respecto  al  pago  de horas extras antes de la iniciación del conflicto en cuestión, sobre  todo  teniendo en consideración que se introduce en  el  mismo todo o  gran  parte  del tiempo de relación jurídica a las ordenes de la demandada.-

···· "De acuerdo con las disposiciones de la precitada norma legal (art. 59, L.S.), los administradores y los representantes del ente societario deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre  de  negocios. El incumplimiento de tal deber, los hace responder ilimitada  y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros por el mal desempeño de su  cargo...  así como por la violación de la ley, el  estatuto o el reglamento y por cualquier  daño  producido  por dolo,  abuso  de  facultades  o culpa grave" (art. cit.; 157 y 274, L.S.)";

····"En  modo alguno, puede responsabilizarse al administrador por los incumplimientos de la sociedad  que  no le son imputables, sino que responden a otras  causas ajenas a su responsabilidad";

····"Cabe precisar que aún cuando  proceda  imputarle  negligencia al administrador por no  haber  procedido  con diligencia a fin de registrar la relación laboral, o por haber efectuados "pagos en negro" (lo que  trae  aparejada la consiguiente responsabilidad ante el trabajador que, en virtud de esa actitud, ha sufrido  un  daño patrimonial o de otro carácter), aquella se limita al  ilícito en que ha incurrido. Por lo tanto si el trabajador reclama indemnización por despido  incausado, respecto  de  éste, solo podrá hacerse efectiva la responsabilidad del administrador en cuanto el  hecho  le pueda ser imputado a título de dolo  o  culpa  grave";

····"En el caso que el distracto hubiera sido dispuesto por el administrador, quien además lo notificó en  tanto corresponde  a  los  propios  de su gestión, las consecuencias solo le son imputables a la sociedad, en tanto éste (el administrador) no haya excedido el  ámbito propio  de sus facultades o haya actuado con dolo o culpa grave".- 

FALLO COMPLETO
····En Quilmes, a los seis días del mes de octubre  de dos  mil  cinco,  se reunen en la Sala de Acuerdos los Señores Jueces de este Tribunal, Doctores Silvia Ester Bártola, Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo  Pozzolo,  bajo la  Presidencia de la primera de los nombrados, y presente el Actuario, a efectos de dictar veredicto en la causa  número 16.679, caratulada "FIGLIOLI, Jimena Vanesa c/ DIEFER MOTORS S.A. y Otro s/ despido".-

····Practicada  la  desinsaculación  que  determina el art. 44, inc. c) de la ley 11.653, resultó el siguiente  orden  de  votación:  DOCTORES POZZOLO - BARTOLA - BINDA.-

····················C U E S T I O N E S 

PRIMERA:  se ha probado: a) que la actora, doña Jimena Vanesa Figlioli, se desempeñó bajo las ordenes  y  dependencia de la demandada, Diefer Motors S.A.?; en  su caso:  b)  durante qué lapso?; c) bajo que condiciones laborales y temporales? y d) cuál era  su  retribución económica?;

SEGUNDA: a) que la actora remitió al codemandado Jorge Alberto Lepera el  telegrama  nº  53715839,  en  fecha 23/11/2001  que  dice:  "Habiéndome presentado a tomar tareas  el  día 2-11-01, en mi horario habitual de las 9:00  hs.  no pude ingresar por encontrarse cerrado el establecimiento,  ello al igual que todos los trabajadores administrativos, de taller y de ventas (en total 19  dependientes)  que  tomamos  conocimiento de dicha circunstancia  al intentar tomar tareas; ante la irregular situación lo intimo aclare situación  laboral  y abone salario de mes de octubre adeudado al día de  la fecha,  bajo  apercibimiento de considerarme despedida por  su  culpa. Asimismo denuncia real salario mensual de $ 500 (pesos quinientos), intimándolo a regularizar recibos el mismo bajo apercibimiento de le 24.013. Finalmente aclare si continuará la  actividad  comercial ante el sorpresivo vaciamiento producido en horas nocturnas  (según confirmaron vecinos del establecimiento ,  dejando el local sin vehículo alguno para la venta. Queda Ud.  Debidamente notificado e intimado....."? b) que la actora remitió a la codemandada  Diefer  Motors S.A.  el  telegrama  nº 53360819 , en fecha 23/11/2001 que dice: "Habiéndome presentado a tomar tareas el día 2-11-01, en mi horario habitual de las 9:00 hs. no pude ingresar por encontrarse cerrado el  establecimiento, ello al igual que  todos  los  trabajadores  administrativos, de taller y de ventas (en total 19 dependientes) que tomamos conocimiento de dicha circunstancia al intentar tomar tareas; ante la irregular situación lo intimo aclare situación laboral y abone  salario de mes de octubre adeudado al día de la fecha, bajo apercibimiento de  considerarme  despedido  por  su culpa. Asimismo denuncia real salario mensual de $ 500 (pesos  quinientos), intimándolo a regularizar recibos el  mismo bajo apercibimiento de le 24.013. Finalmente aclare  si  continuará  la actividad comercial ante el sorpresivo  vaciamiento  producido  en horas nocturnas (según  confirmaron  vecinos del establecimiento , dejando el local sin vehículo alguno para la venta. Queda Ud. Debidamente notificado e intimado....."? c) que la codemandada Diefer Motors S.A., remitió a la actora la CD N° 292971461 AR, en fecha  26  de  noviembre  de 2001 que dice: "De mi consideración: En respuesta a su telegrama  recepcionado el día 24 del corriente, comunícole que computo el mismo como falso e improcedente. Le reitero lo ya adelantado verbalmente y en virtud de ello  formalmente le hago saber que conforme la normativa de aplicación (arts. 218, 219, 220 y concordantes de la Ley de Contrato de Trabajo) la empresa ha debido recurrir a su respecto a la suspensión por razones  de fuerza  mayor no imputable al empleador. La medida regirá desde la fecha, por el lapso de 20 días, venciendo en consecuencia el día 21 de diciembre. Finalmente, rechazo  totalmente pedido de regularización, a mérito que  la vinculación laboral es totalmente regular, tal como dimana de los recibos de haberes reiterada y  pacíficamente firmados por Ud. a lo largo del nexo laborativo. Queda Ud. debidamente notificada...."? d)  que la  actora remitió a la codemandada Diefer Motors S.A. el telegrama nº 05680231, en fecha 290/11/2001 que dice: "Dirijo a Ud. la presente, con el objeto de rechazar vuestra carta documento en todos sus términos  por improcedente. Rechazo en consecuencia suspensión y motivos invocados por falsos e inexactos. Los intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs.  se  me  aclare situación  laboral dado que han cerrado la concesionaria y vaciado la misma, todo ello bajo  apercibimiento de  considerarme injuriada y por ende suspendida. También vengo a solicitarles una vez mas asuman compromiso de regularizar mi situación laboral conforme ley de empleo  y  en  el  plazo  fijado por la misma. A tales efectos recuérdoles: fecha de ingreso 07/07/00,  categoría  administrativa,  remuneración  mensual  bruta $ 500, horario de lunes a viernes de 9:00 hs. a 19:00 h. y  sábados  de  9:00 hs. a 14:30 hs. Impugno datos que figuran en los recibos de pago. Por ende en  48  horas justifiquen  aportes jubilatorios, otorguen recibos de ley consignando la remuneración real percibida y fecha de ingreso, abonen remuneraciones adeudadas desde  octubre  01,  hs.  extras  período  trabajado  y  asuman compromiso de regularizar mi situación laboral,  apercibimiento considerarme injuriada y por ende  despedida. Reservo derechos."...? e) que la actora remitió  a la A.F.I.P. S.A. el telegrama nº  05680234,  en  fecha 29/11/2001 que dice: En cumplimiento de la ley  25.345 les  hago saber que he remitido el siguiente telegrama : Quilmes, 30 de  noviembre  de  2001.  Diefer  Motors S.A.: "Dirijo a Ud. la presente, con el objeto de  rechazar vuestra carta documento en todos  sus  términos por improcedente. Rechazo en consecuencia suspensión y motivos  invocados  por falsos e inexactos. Los intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. se me aclare situación laboral dado que han cerrado la concesionaria y vaciado la misma, todo ello bajo apercibimiento  de  considerarme  injuriada y por ende suspendida. También  vengo  a  solicitarles  una  vez  mas  asuman compromiso de regularizar mi situación laboral conforme  ley de empleo y en el plazo fijado por la misma. A tales efectos recuérdoles: fecha de ingreso  07/07/00, categoría administrativa, remuneración mensual bruta $ 500, horario de lunes a viernes de 9:00 hs. a 19:00 h. y sábados de 9:00 hs. a 14:30 hs.  Impugno  datos  que figuran  en  los recibos de pago. Por ende en 48 horas justifiquen  aportes jubilatorios, otorguen recibos de ley consignando la remuneración real percibida y fecha de  ingreso, abonen remuneraciones adeudadas desde octubre  01,  hs.  extras  período  trabajado  y  asuman compromiso  de regularizar mi situación laboral, apercibimiento considerarme injuriada y por ende  despedida. Reservo derechos."...?; f) que la actora remitió a la  codemandada  Diefer  Motors  S.A.  el telegrama nº 07057298, en fecha 11/12/2001 que dice: "Dirijo a  Ud. la  presente,  con el objeto de ratificar íntegramente mis despachos anteriores. En consecuencia  los  intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. se me aclare mi situación laboral, dado que han cerrado la  concesionaria  y vaciado la misma, todo ello bajo apercibimiento de considerarme injuriada y por ende despedida.  También vengo a solicitarles una vez más que asuman  compromiso  de  regularizar  mi situación laboral conforme  ley  de  empleo  y en el plazo fijado por la misma.  A  tales efectos recuérdoles: fecha de ingreso 07/07/00, categoría administrativa, remuneración  mensual bruta $ 500, horario de lunes a viernes  de  9:00 hs.  a 19:00 hs. y sábados de 9:00 hs. a 14:30 hs. Impugno  datos  que  figuran en los recibos de pago. Por ende en 48  horas  justifiquen  aportes  jubilatorios, otorguen  recibos  de  ley consignando la remuneración real percibida y fecha de ingreso, abonen remuneraciones  adeudadas  desde  octubre  01, hs. extras período trabajado y asuman compromiso de regularizar mi situación laboral, apercibimiento considerarme injuriada  y por  ende despedida. Reservo derechos."...?; g) que la codemandada Diefer Motors S.A. remitió a la actora  la carta documento nº 24.756.004 8 AR, en fecha 2/01/2002 que  dice:  "Rechazo  totalmente sus piezas anteriores por falsas e improcedentes, remitiéndome en un todo  a oportuna  comunicación  de  suspensión  por razones de fuerza mayor. Respecto del pedido de regularización el mismo  carece  de andamiento, a mérito que la vinculación laboral es totalmente regular, tal como dimana de los recibos de haberes reiterada y pacíficamente  firmado  por  Ud. a lo largo del nexo laborativo. Persistiendo grave situación de la empresa comunicámosle  el cese de la relación laboral por razones de fuerza  mayor  no  imputable  al  empleador  a  partir de la fecha..."?; h) que la actora remitió  a  la  codemandada Diefer  Motors S.A. el telegrama nº 06098016, en fecha 4/01/2002  que  dice: "Dirijo a Uds.la presente con el objeto  de  rechazar  vuestra carta documento en todos sus  términos  por  maliciosa  e improcedente. Rechazo despido y motivos invocados por  totalmente  falsos  e inexactos. Por ende vengo a intimarles en 48 hs.  pago haberes pendientes al egreso, indemnizaciones  legales conforme a art. 232, 245 de la LCT, ley 24.013,  etc.. Asimismo en plazo legal entreguen certificado de  trabajo  y aportes jubilatorios en debida forma. Efectúen los mismos dentro del plazo legal si no lo han  hecho. Todo  ello bajo apercibimiento de iniciar acciones judiciales para perseguir su cobro, con más lo  previsto en el art. 43, 45, ley 25.345 (Ley Antievasión) y art. 2 ley 25.323. Reclamar también el  importe  que  ANSES tendría que pagarme por Fondo de  Desempleo  si  dicho beneficio me es denegado por  vuestra  culpa.  También apercibimiento considerarme incursos en conducta temeraria  y maliciosa según art. 275 L.C.T. responsabilidad plena por daños y perjuicios. Reservo derechos. i) que la actora remitió al codemandado Jorge Alberto Lepera  el telegrama nº 00830057, en fecha 4/02/2002 que dice:  "Habiendo  transcurrido el plazo de 30 días del cese de la relación laboral y dado que a la  fecha  no me ha entregado el certificado de  trabajo  y  aportes (art. 80 L.C.T.), lo intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. entregue el mismo bajo  apercibimiento de reclamar lo previsto  en  el  art.  45  de  la  ley 25.345."...?  j) que dichos telegramas fueron receptados por sus destinatarios?; 

TERCERA: acreditó la parte demandada: a) la fuerza mayor  invocada al suspender, primero, y luego, despedir a la actora?; b) que al proceder a suspender, primero, y luego, despedir a la actora, respetó el orden  legal de las cesantías comenzando por el personal  de  menor antiguedad dentro de cada especialidad; y, en su caso, por el que tuviese menos cargas de familia?; 

CUARTA: a) para el caso de prosperar total o  parcialmente la demanda, cuál ha de ser el  contenido  de  la condena?; b) que circunstancias se acreditaron respecto de la sociedad codemandada, Diefer Motors S.A.?; 

A LA  PRIMERA  CUESTION,  EL  SEÑOR  JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO: 

····1)   Mediante  las  constancias  de  demanda  (fs. 16/31); contestaciones de demanda de fs. 78/86 vta.  y de fs. 104/110 vta.; informe del  perito  contador  de fs.  146;  intimación  de fs. 147; notificación de fs. 148; nuevo informe de fs. 153/159 (solo en  lo  pertinente); impugnación de fs. 164/164 vta.; respuesta del perito de fs. 167/168 (solo en lo pertinente);  recibo de haberes obrante a fs. 12; juramento prestado por la actora a fs. 27 vta., y reiterado a fs. 161; la confesión  ficta  dispuesta  en el acto de fs. 204 (a tenor del pliego obrante hoy a fs. 203; la prueba  confesional  de la actora y las declaraciones testimoniales de Altamirano y Penzzi (fundamentalmente, en sus  contradicciones),  tengo por justificado que doña Jimena Vanesa  Figlioli, se desempeñó bajo las ordenes y dependencia  de  la demandada, Diefer Motors S.A., a partir del  7 de julio de 2000, y hasta el 2 de enero de 2002 en  que  fué  despedida, haciéndolo en la categoría de "administrativa" (C.C.T. 27/88), en horarios no determinados ni de posible determinación, y a cambio de una retribución económica, que, a agosto de 2001, alcanzaba a pesos cuatrocientos setenta y seis con cinco  ctvs. ($476,05) mensuales (conf. fs. 12).-

····2) La precitada fecha de ingreso -EXPRESAMENTE NEGADA  EN  RESPONDE- la determinamos mediante la confesión ficta de la demandada Diefer Motors S.A. dispuesta  en  el  acto  de la vista de la causa (a tenor del pliego obrante hoy a fs. 203), que halló  aval  en  la conducta  de  dicha accionada de no ofrecer documentación laboral ante la debida intimación, y en  la  presunción que engendró el juramento prestado por la  actora  a  fs.  27 vta., y reiterado a fs. 161 (art. 39, ley 11.653).-

····3) A la Categoría Laboral  de  la  actora  ("Administrativa"), y Convenio de aplicación (C.C.T. 27/88), arribamos, en tanto ambos surgen del recibo agregado a fs. 12, y no fueron controvertidos en responde.-

····4)  En  relación  al horario de labor, digamos que las accionadas controvirtieron -a fs. 81 vta., y a fs. 106 vta.- el citado en demanda (a fs. 20)  sin  denunciar otro distinto.- Los testigos, por  su  parte,  no coincidieron en uno determinado (entre ellos, e incluso, respecto de la "confesional"  de  la  actora,  que tampoco armonizó con los dichos de éstos,  e  incluso, con las afirmaciones en demanda).-

····Así, mientras la deponente Altamirano  (¡amiga  de la  actora  y con juicio pendiente por igual motivo!), ubicaba  a ésta laborando de lunes a viernes de 9 a 19 hs. y sábados de 9 a 14 hs., la otra testigo (Penzzi), tambien con juicio pendiente por igual motivo!,  señalaba  que  el horario de la actora era a partir de las 8, y hasta las 19 hs. (según le contaba la actora pues ella se iba antes), y los sábados cree que se iba  antes de las 14 o que no iba (.."no me acuerdo bien, dice).  Recordemos que en el acto posicional, la actora, desdijo  las  afirmaciones  de demanda, al señalar que los sábados ("casi siempre") laboraba de 9 a 19 hs..-

····De esta manera, no habiéndose justificado  adecuadamente el horario que habría cumplido doña  Figlioli, podemos  concluír afirmando ésta no demostró haber excedido dentro de su jornada semanal, la legal establecida (art. 1º, ley 11.544).-

····5) El salario supra determinado lo obtuvimos de la constancia  acompañada  por la propia actora a fs. 12, confrontada  con las distintas variantes suministradas a la litis. Veamos: 

····*) en el intercambio cartular previo a la  iniciación de la demanda (fs. 3, 4, 6, 7 y 11) la actora denuncia  un salario de esos quinientos mensuales ($500, mensuales);

····*) al iniciar la demanda, la  accionante  acompaña un recibo de haberes (fs. 12) que "muestra" una retribución mensual (para agosto/01) de pesos cuatrocientos setenta y seis con cinco ctvs. ($476,05) mensuales;

····*) en el texto de la demanda (fs. 20, pto.  4),  y como  argumento  de  extensión de la responsabilidad a "socios  de  la sociedad demandada", se invocan "pagos en negro", y, al (intentar)  determinarlos,  se  dice: ...  "siendo su promedio mensual de $624,05" (576,05 + S.A.C.  $48),  para agregar, en párrafo seguido: ...el mismo  estaba  integrado  de  la  siguiente manera: en blanco promedio $476,05 + $100 en negro promedio, para aclarar (aclarar?) luego que lo que la actora  cobraba en negro era un importe hasta  redondear  la  suma  de $500 neto (de bolsillo) y que la misma podía ser  $100 mas o menos según el neto de recibo (sic).-

····*)  Los  testigos puestos por la actora, se permitieron "introducir variantes" respecto del, hasta ahora  "nada  claro",  salario que habría percibido ésta. Así, Altamirano (¡amiga de la actora y con juicio pendiente por igual motivo!) señaló que ella cobraba $700 más  $150 que no figuraban en recibos, "por vender mas unidades". En relación a la actora, dijo que  "era  lo mismo", dando razón de ese dicho en el hecho que  "las chicas  siempre hablaban del tema". Por último, coroló su relato, afirmando que nunca vió cobrar a la  actora pues "les pagaban en una oficina de a una por vez".-

····Penzzi, con juicio tambien pendiente por igual motivo, fue algo más cauta al acotar  "de  entrada"  que "nunca vió cobrar a la actora", y que "creía" que  cobraba igual que ella, por semana, algo mas que lo  que figuraba en el recibo.-

····6)  La  "no  controvertida"  fecha de egreso (2 de enero de 2001), coincide con la recepción -de parte de la actora- de la determinación cartular utilizada para ello por la demandada (fs. 8).-

····ASI VOTO la primera cuestión (art. 44, inc. d, ley 11.653).-

Los  Señores  Jueces,  Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

A LA  SEGUNDA  CUESTION,  EL  SEÑOR  JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO:

····Los telegramas aludidos en la cuestión  -a  excepción  del  remitido por la accionante a la AFIP- no se hallan controvertidos (conforme fs. 81 vta., y fs. 106 vta.).-

····La  respuesta a oficio de fs. 52, resuelve definitivamente la cuestión.-

····Tengo así por acreditados los puntos a a j, votando, en consecuencia, 

····POR LA AFIRMATIVA (art. 44, inc. d, ley 11.653).-

Los  Señores  Jueces,  Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

A LA TERCERA CUESTION, EL  SEÑOR  JUEZ  DOCTOR  OSCAR  ADOLFO POZZOLO DIJO:

····Huérfano el litigio de prueba oral, poco (y "casi" nada)  queda  por  analizar respecto del tema en cuestión.-

····Los  oficios respondidos a fs. 122 y 143 solamente "muestran"  aspectos estadísticos vinculados al parque automotor, y los de fs. 136 y 139 no hacen  aportes  a la temática.-

····Así considero que la accionada, con "onus  probandi" a su cargo, no ha aportado a autos elementos suficientes  a fin de acreditar su postura (digamos que no aportó ninguno), viendo con ello "sellar" -en el tema- definitivamente su suerte en el conflicto.-

····Tengo entonces por no justificados los puntos a  y b de esta tercera cuestión, que

····VOTO  POR  LA  NEGATIVA  (art.  44,  inc.  d,  ley 11.653).-

Los  Señores  Jueces,  Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

A LA CUARTA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO:

····1) Estimo debe diferirse para el decisorio el tratamiento de esta cuestión.- 

····a) Sin perjuicio de ello destaco que la  accionada no  justificó haber abonado a la actora las indemnizaciones  por  cesantía, ni ninguno de los restantes rubros de reclamo (incluída la entrega  de  certificados de servicios).-

····Tampoco  se justificó que la actora se hallara registrada en los términos del art. 7 de la Ley Nacional de  Empleo (24.013); ni que la demandada hubiera retenido  aportes  a la actora (y, obviamente, que los hubiera  depositado o no en los respectivos organismos), con  la salvedad de lo informado por la AFIP a fs. 73, en  relación a las remuneraciones y aportes efectuados mes a mes al Sistema Integrado de Jubilaciones y  Pensiones por el periodo comprendido entre el 4/2001 y el 10/2001.-

····b) A sus efectos, señalo el salario supra concluído a los efectos de los respectivos cálculos  que  pudieran  corresponder en caso de prosperar total o parcialmente la demanda, y el juramento prestado  por  la actora a fs. 27 vta., y reiterado a fs. 161 (art.  39, ley 11.653).-

····2) En relación al punto b de esta cuestión, destaco  que  mediante  las  constancias  de fs. 54; 59/61; 67/73, y fs.103/105, tengo por justificada la existencia  legal  de la sociedad demandada a partir del 4 de noviembre de 1993; las distintas conformaciones de sus directorios inscriptos hasta la fecha; la modificación de  su Estatuto Social en fecha 29-9-95, con el cambio de su denominación social y de sede; su  rubro,  datos económicos e historia de sus dependencias.-

····ASI  VOTO  ESTA  CUESTION  (art.  44,  inc. d, ley 11.653).-

Los Señores Jueces, Doctores Silvia  Ester  Bártola  y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

····Con lo que terminó el Acuerdo, firmando los  Señores Jueces, por ante mi de lo que doy fe.-

··················SILVIA ESTER BARTOLA

·······················Presidente

ANA ROSA BINDA····················OSCAR ADOLFO POZZOLO 

····Juez ·································Juez

····················BLANCA ESTER RIVOLTA

·························Secretaria

····En Quilmes, a los treinta y un días del mes de octubre de dos mil cinco, se reunen en la Sala de Acuerdos los Señores Jueces de este Tribunal, Doctores Silvia  Ester Bártola, Ana Rosa Binda y Oscar Adolfo Pozzolo, bajo la Presidencia de la primera de los nombrados, y presente el Actuario, a efectos de dictar  sentencia  en la causa número 16.679, caratulada "FIGLIOLI, Jimena Vanesa c/ DIEFER MOTORS S.A. y Otro s/ despido".-

····El  Tribunal resuelve guardar el orden de votación establecido en el veredicto, y plantear las siguientes cuestiones:

PRIMERA: Es procedente la demanda?

SEGUNDA: Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, EL  SEÑOR  JUEZ  DOCTOR  OSCAR  ADOLFO POZZOLO, DIJO:

I) ANTECEDENTES: 

····1) a fs. 16/30 se presenta el Dr. Oscar Jorge Betti en el carácter de letrado apoderado de doña  Jimena Vanesa Figlioli, iniciando demanda contra  Diefer  Motors  S.A.;  Lepera  Jorge  Alberto; Lepera Fernando y Vricella María Cristina, por cobro de  las  indemnizaciones por cesantía, salarios, vacaciones; S.A.C.; horas  extras; fondo de desempleo percibido e indemnizaciones  derivadas  de  las  leyes  24.013,  256.323  y 25.345.-

····Refiere  que la actora se desempeñó bajo las ordenes y dependencia de las demandadas, cobrando en blanco y negro.-

····Agrega que la falta de registración, la  registración  tardía,  o el pago parcial y/o total en negro es un ilícito que compromete la responsabilidad de  quien dió la orden y de quien la ejecutó, por lo que pide la extensión de responsabilidad a Lepera  Jorge  Alberto; Lepera Fernando y Vricella María Cristina.-

····Destaca que la actora ingresó a trabajar el día  7 de julio de 2000, y laboró hasta el 2 de enero de 2002 en  que  fué  despedida, haciéndolo en la categoría de "administrativa" (C.C.T. 27/88), en el horario de  lunes  a  viernes  de  9 a 19 hs. y sábados de 9 a 14,30 hs.,  y cambio de una retribución económica, que cobró en  forma  mensual  siendo  su promedio mensual último incluído  el aguinaldo proporciona de $624,05" (576,05 + S.A.C. $48), para agregar, en párrafo seguido: ...el mismo estaba integrado  de  la  siguiente  manera:  en blanco promedio $476,05 + $100 en negro promedio, para aclarar  luego  que  lo que la actora cobraba en negro era un importe hasta redondear la suma  de  $500  neto (de bolsillo) y que la misma podía ser $100 mas o  menos según el neto de recibo.-

····Agrega que todo transcurría con  normalidad  hasta que  el  22-11-2001 se presento a trabajar encontrando cerrado el establecimiento. Ante ello, la actora remitió  al  codemandado Jorge Alberto Lepera el telegrama nº 53715839, en fecha 23/11/2001 que dice: "Habiéndome presentado a tomar tareas el día 22-11-01, en mi horario  habitual de las 9:00 hs. no pude ingresar por encontrarse  cerrado  el  establecimiento, ello al igual que todos los trabajadores administrativos, de  taller y de ventas (en total 19 dependientes) que tomamos conocimiento de dicha circunstancia  al  intentar  tomar tareas;  ante  la irregular situación lo intimo aclare situación laboral y abone salario de  mes  de  octubre adeudado  al  día  de la fecha, bajo apercibimiento de considerarme despedida por su culpa. Asimismo denuncia real  salario mensual de $ 500 (pesos quinientos), intimándolo a regularizar recibos el mismo bajo  apercibimiento de le 24.013. Finalmente aclare si continuará la actividad comercial ante el sorpresivo  vaciamiento producido en horas nocturnas (según confirmaron  vecinos del establecimiento , dejando el local sin vehículo alguno para la venta. Queda Ud. Debidamente notificado e intimado.....".-

····Agrega, que la actora  remitió  a  la  codemandada Diefer Motors S.A. el telegrama nº 53360819 , en fecha 23/11/2001 que dice: "Habiéndome  presentado  a  tomar tareas  el día 22-11-01, en mi horario habitual de las 9:00 hs. no pude ingresar por encontrarse  cerrado  el establecimiento,  ello al igual que todos los trabajadores administrativos, de taller y de ventas (en total 19  dependientes)  que  tomamos  conocimiento de dicha circunstancia  al intentar tomar tareas; ante la irregular  situación  lo intimo aclare situación laboral y abone salario de mes de octubre adeudado al día de  la fecha,  bajo  apercibimiento de considerarme despedido por su culpa. Asimismo denuncia real  salario  mensual de $ 500 (pesos quinientos), intimándolo a regularizar recibos el mismo bajo apercibimiento de le 24.013. Finalmente  aclare  si continuará la actividad comercial ante el sorpresivo vaciamiento producido en horas nocturnas (según confirmaron vecinos del  establecimiento , dejando el local sin vehículo alguno para la  venta. Queda Ud. Debidamente notificado e intimado....."; que la codemandada Diefer Motors S.A., remitió a la actora la  CD  N°  292971461  AR, en fecha 26 de noviembre de 2001 que dice: "De mi consideración: En respuesta a su telegrama recepcionado el día 24 del corriente,  comunícole que computo el mismo como falso e improcedente. Le reitero lo ya adelantado verbalmente y en virtud de ello formalmente le hago saber que conforme la  normativa de aplicación (arts. 218, 219, 220 y concordantes de la Ley de Contrato de Trabajo) la empresa ha debido recurrir a su respecto a la suspensión por razones  de fuerza mayor no imputable al empleador. La medida  regirá desde la fecha, por el lapso de 20 días, venciendo en consecuencia el día 21 de diciembre. Finalmente, rechazo  totalmente pedido de regularización, a mérito que la vinculación laboral es totalmente regular,  tal como dimana de los recibos de haberes reiterada y  pacíficamente firmados por Ud. a lo largo del nexo laborativo. Queda Ud. debidamente notificada...."; que  la actora remitió a la codemandada Diefer Motors S.A.  el telegrama  nº  05680231, en fecha 30/11/2001 que dice: "Dirijo  a  Ud. la presente, con el objeto de rechazar vuestra  carta  documento  en  todos  sus términos por improcedente. Rechazo en consecuencia suspensión y motivos invocados por falsos e inexactos. Los intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs.  se  me  aclare situación  laboral dado que han cerrado la concesionaria y vaciado la misma, todo ello bajo  apercibimiento de  considerarme injuriada y por ende suspendida. También vengo a solicitarles una vez mas asuman compromiso de regularizar mi situación laboral conforme ley de empleo y en el plazo fijado  por  la  misma.  A  tales efectos  recuérdoles: fecha de ingreso 07/07/00, categoría administrativa,  remuneración  mensual  bruta  $ 500, horario de lunes a viernes de 9:00 hs. a 19:00 h. y sábados de 9:00 hs. a 14:30 hs.  Impugno  datos  que figuran  en  los recibos de pago. Por ende en 48 horas justifiquen  aportes jubilatorios, otorguen recibos de ley consignando la remuneración real percibida y fecha de ingreso, abonen remuneraciones adeudadas desde  octubre  01,  hs.  extras  período  trabajado  y  asuman compromiso  de regularizar mi situación laboral, apercibimiento  considerarme injuriada y por ende despedida.  Reservo derechos."...; que la actora remitió a la codemandada  Diefer  Motors  S.A.  el   telegrama   nº 07057298, en fecha 11/12/2001 que dice: "Dirijo a  Ud. la presente, con el objeto de  ratificar  íntegramente mis  despachos  anteriores. En consecuencia los intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. se me aclare  mi situación laboral, dado que han cerrado la concesionaria y vaciado la misma, todo ello bajo  apercibimiento de considerarme injuriada y por ende despedida.  También vengo a solicitarles una vez más que asuman compromiso de  regularizar  mi  situación  laboral conforme ley de empleo y en el  plazo  fijado  por  la misma.  A  tales efectos recuérdoles: fecha de ingreso 07/07/00,  categoría administrativa, remuneración mensual bruta $ 500, horario de lunes a viernes  de  9:00 hs.  a 19:00 hs. y sábados de 9:00 hs. a 14:30 hs. Impugno datos que figuran en los recibos  de  pago.  Por ende  en  48  horas  justifiquen aportes jubilatorios, otorguen recibos de ley  consignando  la  remuneración real percibida y fecha de ingreso, abonen remuneraciones  adeudadas  desde  octubre  01, hs. extras período trabajado y asuman compromiso de regularizar mi situación laboral, apercibimiento considerarme injuriada  y por ende despedida. Reservo derechos."...; que la  codemandada Diefer Motors S.A. remitió a  la  actora  la carta documento nº 24.756.004 8 AR, en fecha 2/01/2002 que  dice:  "Rechazo  totalmente sus piezas anteriores por falsas e improcedentes, remitiéndome en un todo  a oportuna comunicación de  suspensión  por  razones  de fuerza mayor. Respecto del pedido de regularización el mismo  carece  de andamiento, a mérito que la vinculación laboral es totalmente regular, tal como dimana de los recibos de haberes reiterada y pacíficamente  firmado  por  Ud. a lo largo del nexo laborativo. Persistiendo grave situación de la empresa comunicámosle  el cese  de la relación laboral por razones de fuerza mayor  no  imputable  al  empleador  a  partir de la fecha..."; que la actora remitió a la codemandada Diefer Motors   S.A.  el  telegrama  nº  06098016,  en  fecha 4/01/2002 que dice: "Dirijo a Uds.la presente  con  el objeto de rechazar vuestra carta  documento  en  todos sus términos por  maliciosa  e  improcedente.  Rechazo despido  y  motivos  invocados por totalmente falsos e inexactos.  Por ende vengo a intimarles en 49 hs. pago haberes pendientes al egreso, indemnizaciones  legales conforme a art. 232, 245 de la LCT, ley 24.013,  etc.. Asimismo en plazo legal entreguen certificado de  trabajo  y aportes jubilatorios en debida forma. Efectúen los mismos dentro del plazo legal si no lo han  hecho. Todo ello bajo apercibimiento de iniciar acciones  judiciales  para perseguir su cobro, con más lo previsto en el art. 43, 45, ley 25.345 (Ley Antievasión) y art. 2  ley  25.323.  Reclamar también el importe que ANSES tendría  que  pagarme  por Fondo de Desempleo si dicho beneficio me es denegado por  vuestra  culpa.  También apercibimiento considerarme incursos en conducta temeraria  y maliciosa según art. 275 L.C.T. responsabilidad  plena  por  daños y perjuicios. Reservo derechos; que la actora remitió al codemandado Jorge Alberto Lepera el telegrama nº 00830057, en fecha 4/02/2002  que dice:"Habiendo transcurrido el plazo de  30  días  del cese de la relación laboral y dado que a la  fecha  no me  ha  entregado  el certificado de trabajo y aportes (art. 80 L.C.T.), lo intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. entregue el mismo bajo  apercibimiento de  reclamar  lo  previsto  en  el  art.  45 de la ley 25.345."...,  y  que  la  actora remitió a la A.F.I.P. S.A. el telegrama nº 05680234, en fecha 30/11/2001 que dice:  "Dirijo a Ud. la presente, con el objeto de rechazar  vuestra  carta documento en todos sus términos por improcedente. Rechazo en consecuencia suspensión y motivos  invocados  por falsos e inexactos. Los intimo por última vez a que en el plazo de 48 hs. se me aclare situación laboral dado que han cerrado la concesionaria y vaciado la misma, todo ello bajo apercibimiento  de  considerarme  injuriada y por ende suspendida. También  vengo  a  solicitarles  una  vez  mas  asuman compromiso de regularizar mi situación laboral conforme  ley de empleo y en el plazo fijado por la misma. A tales  efectos recuérdoles: fecha de ingreso 07/07/00, categoría administrativa, remuneración mensual bruta $ 500, horario de lunes a viernes de 9:00 hs. a 19:00 h. y  sábados  de  9:00 hs. a 14:30 hs. Impugno datos que figuran  en  los recibos de pago. Por ende en 48 horas justifiquen  aportes jubilatorios, otorguen recibos de ley consignando la remuneración real percibida y fecha de ingreso, abonen remuneraciones adeudadas desde  octubre  01,  hs.  extras  período  trabajado  y  asuman compromiso  de regularizar mi situación laboral, apercibimiento  considerarme injuriada y por ende despedida. Reservo derechos."....-

····En  función  de  ello deduce la presente acción en procura del cobro de lo adeudado, practica liquidación de  reclamo, ofrece pruebas y peticiona el progreso de la misma, con costas.-

····2) a fs. 78/86 se presenta como gestor el Dr.  Daniel Alejandro Bein, en representación de Lepera Jorge Alberto y Vricella María Cristina, contestando la  demanda que a éstos le fuera deducida.-

····Niega los hechos expuestos en demanda y opone  una excepción de falta de acción respecto de sus representados, en razón de no haber sido éstos los empleadores de  la  actora,  siendo  que su empleadora habría sido Diefer Motors S.A., empresa de cuyo directorio  revisten la calidad de presidente y vicepresidente.-

····Fundamenta su postura y contesta  subsidiariamente su postura, exponiendo lo que denomina la realidad  de los hechos.-

····Ofrece pruebas y peticiona el rechazo  de  la  acción, con costas.-

····3) a fs. 95 la parte  actora  evacua  el  "segundo traslado", y a fs. 106/110 vta. se presenta el Dr. Daniel  Alejandro  Bein, en representación de Diefer Motors  S.A., contestando la demanda que a ésta le fuera deducida.-

····Niega  los  hechos  expuestos en demanda e intenta justificar la fuerza mayor invocada para despedir a la actora.-

····Fundamenta  su postura, ofrece pruebas y peticiona el rechazo de la acción, con costas.-

····4)  a  fs.  112 la parte actora evacua el "segundo traslado", y a fs. 113, se abre la causa a prueba.-

····5) a fs.  35/62;  64;  67/73;  92/94;  122/136,  y 139/146,  obra  prueba  informativa; a fs. 146 y a fs. 153/159, informes periciales contables; a fs. 164, impugnación al informe contable; a fs. 167/168, respuesta del perito, y a fs. 204/204 vta., se celebra el acto  de la Vista de la Causa, pasando los autos al dictado de veredicto y sentencia.- 

II) RESOLUCION: 

····1) En  veredicto  (cuestión  primera)  ha  quedado acreditado que la actora, doña Jimena Vanesa Figlioli, se  desempeñó bajo las ordenes y dependencia de la demandada,  Diefer  Motors S.A., a partir del 7 de julio de 2000, y hasta el 2 de enero de 2002 en que fué despedida, haciéndolo en la categoría de "administrativa" (C.C.T. 27/88), en horarios no determinados ni de  posible determinación, y a  cambio  de  una  retribución económica,  que,  a  agosto de 2001, alcanzaba a pesos cuatrocientos setenta y seis con cinco ctvs. ($476,05) mensuales (conf. fs. 12).-

····*) A la Categoría Laboral  de  la  actora  ("Administrativa"), y Convenio de aplicación (C.C.T. 27/88), arribamos, en tanto ambos surgen del recibo agregado a fs. 12, y no fueron controvertidos en responde.-

····*)  En  relación  al horario de labor, digamos que las accionadas controvirtieron el citado  en  demanda, mientras que los testigos no coincidieron en  uno  determinado (entre ellos,  e  incluso,  respecto  de  la prueba "confesional" de la actora, que tampoco armonizó con los dichos de éstos, e incluso, con las afirmaciones en demanda).-

····De  esta manera, al no haberse justificado adecuadamente  el horario que habría cumplido doña Figlioli, concluímos afirmando ésta no demostró  haber  excedido dentro  de  su  jornada  semanal, la legal establecida (art. 1º, ley 11.544).-

····*) El salario supra determinado lo obtuvimos de la constancia acompañada por la propia actora a  fs.  12, confrontada con las distintas pruebas suministradas  a la  litis,  las  que no solamente no hicieron aporte a "uno distinto", sino que mostraron variantes de no posible aprehensión.-

····*)  La  "no  controvertida"  fecha de egreso (2 de enero de 2001), coincide con la recepción -de parte de la actora- de la determinación cartular  utilizada-por la demandada- para despedirla.-

····2) Ahora bien, dispuesto el despido por la empleadora Diefer Motors S.A., con invocación de una  causal (fuerza mayor) expresamente negada por la trabajadora, le correspondía a aquélla acreditar su existencia para que su conducta halle adecuado encuadre jurídico.-

····Al efecto, "tanto la doctrina como la jurisprudencia se encuentran acordes en exigir que el  empleador  acredite haber cumplido con los requisitos enunciados  en el  artículo  247 de la L.C.T., para que sea viable la  indemnización "simple" allí normada" (López - Centeno - Fernandez Madrid, "Ley de Contrato  de  Trabajo Comentada", T. II, pg. 1009; Rubio Valentín, "El  Despido",  pg.  201; S.C.B.A., julio 6 de 1984, Castro c/ Fava  Hnos.; diciembre 17 de 1985, L.35.329, "Costa c/ Marengo;  agosto  11  de  1987,  "Stroia  c/  Sniafa"; L.40.393 del 11-10-88; noviembre 14 de 1990, "Arbe  c/ Luis  Minuzzi e Hijos"; mayo 21 de 1991, "Schneider c/ Frigorífico Gepa"; febrero 4 de 1992, L.48.444,  "Lombar  c/  Editorial  El  Atlántico"; 10 de diciembre de 1992, L.49.420, Villablanca c/ Frigorífico Gepa  S.A.; setiembre  28  de  1993,  Fernandez  c/  Carba", entre otros).-

····Y ateniéndonos a las pautas señaladas, digamos que "la fuerza  mayor  referida  ha  de  ser  debidamente  comprobada  (o  comprobable) a través de la justificación de la existencia e inimputabilidad del evento que le dió origen, a fin de llevar al ánimo del  Juzgador  la certidumbre  que  excluya toda vacilación o duda al respecto".-

····También creemos  que  "el  empleador que aduce esa causal, debe  justificar  la  adopción  de las medidas pertinentes para evitar o superar la coyuntura  desfavorable que lo llevó a la situación de falta de trabajo".-

····Así estimamos que, "el actuar leal y diligente de  un buen hombre de negocios, implica la adopción de políticas empresarias que, de acuerdo a  una  previsión  razonable,  permitan anticipar la concreción del objetivo lucrativo de la empresa".-

····3) en el caso sub judice, la accionada no ha acreditado la fuerza mayor invocada al despedir a la actora  (veredicto,  cuestión  tercera),  y mucho menos el cumplimiento  del resto de las previsiones legales que ocupan la temática (art. 247, L.C.T.; 98 a 105  de  la ley 24.013; Decreto 328/88). Por consiguiente, corresponde  que le abone a ésta las indemnizaciones legales por cesantía injustificada (conf. arts. 6, 7 y ccdts., Ley 25.013).-

····4) Se justificó igualmente, que al egreso no se le abonaron a la actora los salarios  correspondientes  a octubre, noviembre, diciembre de 2001, y dos  días  de enero/02;  el S.A.C. y las vacaciones del años 2001, y proporcionales al año 2002 (cuestión cuarta del  veredicto). No se justificó la entrega del certificado  de servicios legalmente previsto (art. 80, L.C.T.), y sí, la oportuna intimación de la actora dirigida a su  obtención (fs. 10).- 

····De esta manera, por ello, y por corresponder según derecho, condeno a la accionada a su pago  y  entrega, respectivamente,  y -tambien- al pago de la indemnización prevista por el art. 80, in fine de la L.C.T. (en tanto  la  accionada,  debidamente  intimada,  no hizo entrega  a  la actora del certificado de servicios legalmente  previsto -arts. 80, L.C.T., conf. ley 25.345 y  3 del dec. 146/01 (arts. 74, 80, 123, 150, 156, 260 y ccdts., L.C.T.; ley 23.041 y dec. 1078/84).- 

···5) También debe prosperar la pretendida  indemnización del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo, en tanto se dan en  autos  los  presupuestos  que  la  hacen viable (arts. 11 y 15, ley 24.013).-

····Asimismo,  habiendo  el actor intimado fehacientemente  a  su  empleador el pago de las indemnizaciones por cesantía regladas por la Ley de Contrato de Trabajo y 24.013 (arts. 232, 233 y 245, L.C.T.) en los términos del art. 2 de la ley 25.323, con resultado negativo,  corresponde hacer lugar a la indemnización prevista en la citada norma legal (arts. 2, ley 25.323).- 

····6) Por el contrario, deberán rechazarse el reclamo "horas extras desde su ingreso", y el (reclamo) llamado "subsidio por desempleo  no  percibido  del  ANSES" (pto.  13,  de  la liquidación de fs. 26), con el daño moral  anudado  al mismo (igual punto).- En relación a éste último (reclamo), creemos que la actora no justificó en autos la realización de ningún trámite dirigido  a su obtención, y menos aún -obviamente- resultado alguno, vinculado al precitado beneficio.- 

····"Con respecto  a  la  sanción  del  art. 275 de la L.C.T., este Tribunal se ha  expedido  reiteradamente  estableciendo que debe ser aplicada con suma cautela y solo en los casos donde se comprueben plenamente  los  hechos que configuren la temeridad y malicia".  Consecuente  con  ello,  y en atención a lo resuelto en los puntos anteriores, corresponde rechazar el pedido formulado por la accionante en el sentido indicado.-

····En relación al rubro "horas extras desde el ingreso",  además  de no haberse justificado un horario que lo viabilice, no se ha determinado el origen del monto a que se arriba, ni se han especificado las  operaciones de cálculo respectivas. La carencia de esas pautas mínimas,  privan a este Juzgador de pronunciarse sobre la validez del pedimento.-

····Al respecto, éste Tribunal ha establecido en numerosos fallos  anteriores  que  "la  prueba del trabajo extraordinario debe ser fehaciente, categórica  y  cabal, tanto en lo  que  se  refiere  a  los  servicios  cumplidos, como al tiempo en  que  se  desarrollaron,  creándose -además-  una  presunción  desfavorable para aquel trabajador  que  reclama  recién al rescindir el contrato".- 

····Y lo establecimos en tanto creemos que, así  como  la  Excma. Suprema Corte de Justicia provincial, refiriendo a  los  reclamos  por diferencias salariales ha requerido "como punto de partida y modo indispensable  pautas mínimas  suficientes  para  que el sentenciante pueda pronunciarse  sobre  la  validez  del pedimento" (autos Maina  c/  Gomez; L. 46.541, del 13-8-91, entre muchas otras),  también  es  razonable adoptar similar criterio en materia de reclamos por horas extras.-

····En efecto, estamos convencidos que para viabilizar la  acción  que  persigue el cobro de horas extras, no basta que en demandada se determine un horario que supere  la  "jornada  normal", y, en su consecuencia, se integre a la liquidación un monto global seguido de la clásica nominación  "horas  extras  al  50  %  u Horas extras al 100%, o ambas a la vez.- 

····Tampoco es suficiente que un par de testimonios se limiten a repetir (de memoria, a veces) un horario, en tanto no produzcan un detallado resumen de días, meses y años a los que se pretende atribuir el mismo.-

····Además  creemos que quita seriedad a la acción deducida el hecho de que no se halla acreditado petición alguna respecto  al  pago  de horas extras antes de la iniciación  del  conflicto en cuestión, sobre todo teniendo  en  consideración que se introduce en el mismo todo o  gran  parte  del tiempo de relación jurídica a las ordenes de la demandada.-

····Lo  concluído,  incluso  al márgen, de no tener el "pleno convencimiento" acerca del "real" horario de la actora durante todo el lapso de prestación (veredicto, cuestión primera, pto. 3).- 

····Tambien deberán rechazarse los siguientes rubros: 

····a) Indemnizaciones de los arts.  9  y  10  de  la  L.N.E.: no hayan respaldo en el supuesto de autos donde la relación laboral (habida entre actora y demandada no se hallaba registrada en los términos del art. 7 de la Ley Nacional  de  Empleo  (24.013),  (veredicto, cuestión  tercera, pto. 2, in fine). Ampliando, recordemos  que  dichas  normas  "ocupan" el inadecuado registro de las reales fecha de ingreso y remuneraciones del trabajador (ver arts. citados).-

····b) Indemnización del art. 132 bis  de  la  L.C.T.  (texto según art. 43, ley  25.345):  la  norma  citada asienta su sanción (calificada por Eduardo  Alvarez  -"Revista de Derecho  Laboral",  número  extraordinario año  2001; pg. 27 y sgts.-, como una especie de ultraactividad de la obligación de pagar una suma de  dinero, equiparable en su cuantía a  la  retribución  mensual)  en la falta de depósito (retención indebida) de las sumas retributivas retenidas en calidad de agente, con destino a los organismos de  la  Seguridad  Social (hecho  éste  que  parecería justificar la norma), y a otros organismos vinculados a Convenciones  Colectivas de Trabajo o resultantes de la afiliación del trabajador a Asociaciones Gremiales con personería (gremial), mutuales o cooperativas (no comprensibles en su incorporación).-

····Y pese a que la norma, en intento de "calificar la prueba" obliga" al trabajador a una "fehaciente  intimación"  previa  a su operatividad, nada dice respecto al  papel  que  éste (el trabajador) ha de jugar en la producción de las pruebas tendientes a justificar, por un  lado,  la retención efectuada por el empleador, y, por el otro, la falta de depósito (retención indebida) de las sumas retributivas en cuestión.-

····De alli entonces que, a la vera de la "Teoría  General  de  la  Prueba"  (art. 375, segundo párrafo del C.P.C.C., y  su doctrina), entendamos que está a cargo del trabajador (en el supuesto de autos, la actora) la prueba del presupuesto de hecho fundamento de su  pretensión (en el supuesto de autos, por un lado, la  retención efectuada por el empleador, y, por el otro, la falta de depósito).-

····Y ocupando la temática, hemos determinado en veredicto (cuestión cuarta, pto. 1, a), que no se justificó que la actora se hallara registrada en los términos del art. 7 de la Ley Nacional de Empleo  (24.013);  ni que la demandada hubiera retenido aportes a  ésta  (y, obviamente, que los hubiera depositado  o  no  en  los respectivos organismos), con la salvedad de lo  informado por la AFIP a fs. 73, en relación a las remuneraciones y aportes efectuados mes a mes al Sistema Integrado  de  Jubilaciones  y  Pensiones  por  el periodo comprendido entre el 4/2001 y el 10/2001.-

····De esta manera, y ante la precitada ausencia  probatoria, estimamos prudente disponer -tambien- el  rechazo de la sanción conminatoria pretendida por la actora de autos (art. 499, Código Civil).-

····7)  Respecto  de los montos a asignar a los rubros de progreso, digamos que -según lo más arriba concluído- tomaremos como base de cálculo el salario allí determinado.- 

····De esta manera, le corresponde percibir a la actora, doña Jimena Vanesa Figlioli, la suma de pesos SEIS MIL SETECIENTOS OCHENTA  Y  SIETE  CON  SEIS  CENTAVOS ($6.787,06) conforme al  siguiente  detalle:  salarios correspondientes  a  octubre,  noviembre, diciembre de 2001, y dos días de enero/02,  $1.458,86;  S.A.C.  año 2001/02,  $506,73; vacaciones del año 2001, integradas con  el  S.A.C., $288,68; vacaciones proporcionales al año 2002, $139,53; indemnización sustitutiva del preaviso, más S.A.C., $515,72; indemnización por  antiguedad,  integrada  con el S.A.C., $773,46; indemnización art. 80, L.C.T., conf. ley 25.345 y 3 del dec. 146/01, $1.428,15; indemnización del art. 15 de la Ley  Nacional de Empleo, $1.289,18, e indemnización del  art.  2 de  la  ley  25.323, $386,75 (arts. 74, 123, 150, 156, 260 y ccdts., L.C.T.; 80, L.C.T., conf. ley 25.345 y 3 del dec. 146/01; ley 23.041 y dec. 1078/84; arts. 6, 7 y ccdts., Ley 25.013 y 2, ley 25.323).- 

····8) LA DESESTIMACION DE LA PERSONALIDAD SOCIETARIA 

····a) apuntalada en el hecho que la actora habría laborado para las partes demandadas cobrando en blanco y en  negro (sic, fs. 16 vta., pto. II, 1); con el argumento que dicha conducta constituye un  típico  fraude laboral y previsional, y avalada por una serie de  datos y normas que cita ("el pago en negro es un recurso para violar la ley, la buena fe y para frustrar el derecho de terceros -arts. 7,  12,  13,  14,  63,  etc., L.C.T.";  ..."frente  a un ilegítimo, el controlador o el  director  está obligado a oponerse a la orden dada so  pena  de  tener responsabilidad personal -art. 59, L.S.-";  ...  los  que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los  daños y perjuicios que resultaren de su acción y/u  omisión"; ...."los dueños, directores y gerentes son responsables por el mal desempeño de sus funciones -arts. 274  y  59,  L.S.-"; "la falta de registración, la registración tardía, o el pago parcial y/o total en  negro es un ilícito que compromete la responsabilidad de quien dió  la  orden  y de quien la ejecutó"), pide se extienda la responsabilidad de la demanda a don Lepera Jorge Alberto; don Lepera Fernando y doña Vricella María  Cristina, aduciendo que "en la práctica, eran los dueños reales" (fs. 17).-

····Al  efecto,  dice,  se remite al art. 54 de la ley 19.550, último párrafo agregado por la ley 22.903, que transcribe y avala con una sentencia de una Cámara capitalina (Delgadillo c/ Shatell S.A., del 11.4-97).-

····La acción avanza luego en medio de citas doctrinarias, para concluír afirmando que lo que la accionante plantea es la desestimación de la personalidad  societaria (fs. 19).-

····b)  Oponiendo  una excepción de falta de acción, a fs. 78 se presentan don Jorge Alberto  Lepera  y  doña María  Cristina  Vricella, centrando sus argumentos en el hecho de no haber sido nunca empleadores de la  actora, sino presidente  y  vicepresidente  de  su  real empleador, Diefer Motors S.A..-

····c)  en  relación a la sociedad codemandada, Diefer Motors S.A.?, se tuvo por  justificada  su  existencia legal a partir del 4 de noviembre de 1993; las distintas conformaciones de sus directorios inscriptos hasta la fecha; la modificación de su Estatuto Social en fecha 29-9-95, con el cambio de su denominación social y de sede; su rubro, datos económicos e historia de  sus dependencias (veredicto, cuestión cuarta, pto.2).-

····Tambien quedó acreditado que la actora fue primero suspendida, y luego despedida por la accionada  Diefer Motors  S.A. (con invocación de una causa que no quedó acreditada), mediante sendas comunicaciones cartulares remitidas por su apoderado, el codemandado don Fernando Lepera (fs. 5 y 8), quien a fs. 65 fuera  desistido por  la actora, determinándose que, a su egreso, no se le  abonaron las indemnizaciones por cesantía, ni ninguno  de  los restantes rubros de reclamo (incluída la entrega  de certificados de servicios), y, además, que la accionante no se hallaba registrada en los términos del art. 7 de la Ley Nacional de Empleo (24.013);  que la demandada no retuvo aportes a la actora; y, -obviamente-, que los hubiera depositado o no en los respectivos organismos (con la salvedad de lo informado  por la  AFIP  a fs. 73, en relación a las remuneraciones y aportes  efectuados  mes a mes al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones por  el  periodo  comprendido entre el 4/2001 y el 10/2001).-

····Por último, digamos que la controvertida fecha  de ingreso, la establecimos mediante la  confesión  ficta de la demandada Diefer Motors S.A. dispuesta en el acto de la vista de la causa (a tenor del pliego obrante hoy a fs. 203), que halló aval en la conducta de dicha accionada  de no ofrecer documentación laboral ante la debida  intimación, y en la presunción que engendró el juramento prestado por la actora a fs. 27 vta., y reiterado a fs. 161 (art. 39, ley 11.653).-

····d)  Destacada  la  conducta  de  las  partes en el conflicto;  sus pedimentos, y los hechos -justificados en la causa- que podrían conllevar la aplicación de la pretendida  desestimación  de la personalidad societaria,  ocuparemos las posturas doctrinarias y jurisprudenciales del tema a fin de conducir  nuestro  razonamiento a un justo decisorio. Veamos:

····*)  Fue  ya en el derecho anglosajón de los siglos XVIII  y XIX que se comenzó aceptar que se responsabilice a quienes usaban en forma fraudulenta o  desviada la personalidad jurídica otorgada  a  las  sociedades, siendo  en  Estados  Unidos  de  Norteamérica donde la doctrina tuvo su mayor influencia.-

····*) En nuestro país, el tema de la desestimación de la personería jurídica de la figura societaria es  relativamente novedoso (se difunde entre nosotros en  la década del 60 por Héctor Masnatta -"El abuso del derecho  a través de la personalidad colectiva"; Ediciones Jurídicas Orbir; 1967), y fue receptado por  la  Corte Suprema  de Justicia de la Nación en distintos supuestos, en la década del 70.-

···*)  La Justicia del Trabajo -en su momento-, plasmó su  preocupación  en el tema en los arts. 14, 29, 30 y 31  de  la  Ley de Contrato de Trabajo, previendo, con anterioridad  a la incorporación en la Ley de Sociedades,  la teoría de la desestimación de la personalidad jurídica, como forma de responsabilizar a sujetos distintos al estrictamente obligado (v.g: cit. art. 31).-

····*) Esta tendencia actual del Derecho del Trabajo a buscar  "nuevos responsables", ha sido, en los últimos años, objeto de ciertas críticas por la  doctrina  comercialista,  entendiendo  que la Justicia del Trabajo estaba  desconociendo  que  la  sociedad constituye un centro de imputación diferenciada y con una  responsabilidad diferenciada de sus miembros o socios.-

····*) La jurisprudencia laboral (como fuente del  derecho) fue la primera que en esta materia,  comenzó  a tratar la cuestión. Y fue en la  década  del  90,  más precisamente a partir de 1997, que se producen una serie  de precedentes jurisprudenciales en los cuales se aplica  la  desestimación  de la personalidad jurídica invocándose expresamente los artículos pertinentes  de la  ley de sociedades (el art. 54 y el 59 -referidos a la responsabilidad de los representantes y  directores de la sociedad-, y el 274, referido a la responsabilidad de los directores de las sociedades anónimas.-

····Y  fue  la Sala III de la Cámara capitalina la que se expidió en los primeros fallos, siendo el más conocido "Delgadillo  Linares  Adela  c/  Shatell  S.A.  y otros"  en  el cual se dijo que "si la demandada incurría  en la práctica de no registrar ni documentar una parte  del  salario de los trabajadores ("pagos en negro") tal conducta constituye un típico fraude laboral y previsional, y aunque no pueda afirmarse que tal pago  encubre  la consecución de fines extrasocietarios, dicha práctica es un recurso para violar  la  ley,  el orden  público,  la buena fé y frustra los derechos de terceros. Consecuente con ello  -prosigue  el  fallo-, debe aplicarse  al caso lo dispuesto por el art. 54 de la ley de sociedades comerciales, en el párrafo  agregado por la ley 22.903 y hacer responsables a cada uno de los socios en particular en forma solidaria".- 

····*) a partir de allí se fueron sucediendo  -siempre en  el  ámbito de la Capital Federal- distintos fallos en "casi" igual sentido ("Vidal c/ Azulay"; CNAT, Sala III,  23-9-97; Duquelsy c/ Fuar; CNAT, Sala III, 19-2-98; "Luzardo c/ Instituto Oftalmológico S.R.L.;  CNAT, Sala  III,  17-12-98,  entre  otros  )  de  los que se desprende que la jurisprudencia utilizó  para  evaluar la responsabilidad de socios y  directores  no  socios los  arts.  54, 59 y 274 de la L.S., y cuando se trató de la responsabilidad del ente hacia terceros,  siguió utilizando las normas laborales ("Galarraga de Sosa c/ Chile  Hotel  SRL"; CNAT, Sala I, 10-5-91), destacando "la  prudencia que debe existir cuando se trata de extender  la  responsabilidad a sujetos que en principio no  son los legitimados pasivos en la relación sustancial jurisdiccional" (cit. fallo, en el que se  entendió  que "el pago en negro, la contratación irregular, la  posdatación de la fecha de ingreso, no constituyen un fin extrasocietario en tanto el fin de las sociedades comerciales es el lucro"···).- 

····A ese entonces, se discutía en doctrina  si,  para extender  la  responsabilidad, era necesario la insolvencia  de  la  persona jurídica (Antonio Vazquez Vialard, comentando -afirmativamente- el  caso  "Aybar"), criterio ya determinado en la causa "Aguirre c/ Sardelik"; CNAT, Sala VIII, el 29-5-89. Así una parte de la doctrina (Foglia, Ricardo, "La extención de la condena a  los  socios,  administradores  y  cedentes";  TySS, T.1999,  pg.  631)  sostenía que el art. 54 de la L.S. "habla  de  actuación  abusiva y que un solo acto y la sola contratación irregular no puede considerarse  una actuación abusiva entendiendo esto como  una  utilización  del objeto social para abusar de la personalidad jurídica,  como sería el caso, por ejemplo, de una sociedad que se dedique a una actividad  manifiestamente ilícita,  pero  no a una sociedad que se dedique a una actividad lícita".-

····Así la Sala I de la CNAT, in re "Crespi c/  Instituto  del Centenario S.R.L.", 2-9-1999, había decidido que "la intención del legislador al sancionar  la  ley 19.550 fue regular las relaciones de los socios y terceros  con  éstos pero no en la relación laboral....si el  legislador  hubiera creído conveniente extender la responsabilidad  por  el  trabajo en negro a los integrantes de la sociedad  y  sus  administradores  debió aplicarlo a través de las leyes que así lo dispusieran expresamente, máxime cuando ya existen sanciones específicas para reprimir las conductas mencionadas en  la ley 24.013".-

····Por  su  parte,  nuestro superior Tribunal provincial,  se  expedía  declarando  la incompetencia de la Justicia del trabajo por considerar  que  la  cuestión resultaba ajena a sus Tribunales ("Vera  c/  Ameduri"; SCPBA, 3-10-2001).-

····*)  LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION: Comenzaba el año 2002, cuando la Corte Suprema de Justicia de la Nación, abordando la causa "Cingiale c/  Polledo Agropecuaria S.A", el 5-3-02 desestimaba por mayoría el recurso extraordinario opuesto contra el pronunciamiento de la Sala III de la CNAT que había hecho extensiva la condena a los socios con fundamento en la doctrina emanada del caso "Delgadillo".  Sin  embargo, dos de sus miembros (los Dres. López y M. O Connor) ya establecían  en  sus  disidencias que el art. 54 de la L.S. "se orienta a sancionar la utilización ilegal  de contrato de sociedad y no la ilegalidad de  los  actos por aquella realizados" (TySS, T.2002, pg. 507).-

····En  octubre del mismo año, la Corte Suprema nacional revocaba un pronunciamiento de la Sala IX ("Carballo  c/ Kanmar", 31-10-02) que había confirmado el fallo  de  instancia  haciendo extensiva la condena a un director de la sociedad en los términos del art. 59 de la  L.S.,  remitiéndose  para ello a la directiva dada por  el Sr. Procurador Fiscal de la Nación, al Juez de grado  (y, porque no, a todos los Jueces del trabajo), al  afirmar  que  "los  jueces  laborales hicieron una aplicación  de una disposición de la ley de sociedades comerciales  que no constituye una derivación razonada del derecho vigente, pues se contrapone con principios esenciales del régimen societario".-

····A través de este fallo, que sentaría  el  criterio consolidado  luego  por  el máximo tribunal en el caso "Palomeque", se determinó que (los  Jueces  de  grado) "prescindieron de considerar que la personalidad diferenciada de la sociedad y sus administradores  constituye el eje sobre el que se asienta la normativa sobre sociedades anónimas y que ésta conforma un régimen especial que se explica porque aquellas constituyen  una herramienta  que  el orden jurídico provee al comercio como  uno  de los principales motores de la economía". Para concluír afirmando que "resulta  irrazonable  que el simple relato del actor, sin mencionar el  respaldo de otras pruebas producidas en la causa, tenga la virtualidad de generar la aplicación  de  una  causal  de responsabilidad en materia societaria que tiene el carácter de excepcional, sin  la  debida  justificación" (al efecto, recordemos que, el tribunal de alzada, para hacer extensiva la condena al director de la sociedad  anónima,  había  tenido  por  acreditadas las maniobras fraudulentas, solamente con la presunción contenida  en  el  art. 55 de la L.C.T., ante la falta de producción de la prueba de libros).- 

····Y  si alguna duda quedaba acerca de cual habría de ser el criterio sustentado por la Corte Suprema nacional (recordemos que algunos autores, y el  mismo  Guibourg -Ricardo A.- en una "suerte de  desacatamiento", establecía  en  la  causa "Perno c/ Dimeo", que lo resuelto por el máximo tribunal en "Carballo" no  implicaba  la  necesidad de revisar o modificar la doctrina que sentara con su voto en la causa "Delgadillo") ésta (la CSJN) la disipó a  traves  del  fallo  "Palomeque" ("Palomeque Aldo c/ Benemeth S.A."; 3-4-2003) mediante el  cual,  con  el  voto de cinco de sus miembros y el dictámen  del  Procurador Fiscal, revocó una sentencia de la Sala X de la CNAT considerando que  "no  corresponde  hacer extensiva la condena a los socios y administradores de la sociedad sino quedó  acreditado  que estemos en presencia de una sociedad ficticia o  fraudulenta, constituída en abuso del derecho y cn el propósito de violar la ley que,  prevaliéndose  de  dicha personalidad, afecte el orden público laboral o  evada normas  legales", expresando además que "la personalidad diferenciada de la sociedad y sus socios  y  administradores  constituye el eje sobre el que se asienta la normativa sobre sociedades anónimas y ésta configura un régimen especial porque aquellas constituyen una herramienta  que  el orden jurídico provee al comercio como uno de los principales motores de la economía". A poco andar, el voto del Dr. Guillermo López, al fundar su disidencia en la causa "Cingiale", hacía  que  seis miembros de la Corte Nacional se pronunciaran, en forma  expresa,  en  contra  de  la interpretación de los arts.  54,  59 y 274 de la L.S. que "una parte" de los Tribunales  laborales  -fundamentalmente  capitalinos- venía realizando desde la  década  del  90  (conceptos extraídos  de  Patricia  C. Maccaferri y Ramón Alvarez Bangueses, "La responsabilidad personal de  los  integrantes de una sociedad por deudas laborales a la  luz de la jurisprudencia"; ERREPAR, Doctrina  Laboral,  T. XVII, pgs. 1161 y sgts.).-

····De  esta  manera,  a través de la trilogía (de fallos)  integrada por "Cingiale", "Carballo" y "Palomeque" (ver supra), la Corte Suprema Nacional privilegió los  principios  esenciales del régimen societario (el hermetismo de la persona jurídica, y la limitación patrimonial  de sus socios), considerando a las sociedades  anónimas como "una herramienta que el orden jurídico provee al comercio como uno de los relevantes motores de la economía".- 

····Sin  perjuicio de lo señalado, vale en la temática la opinión de Horacio A. Brignole y Osvaldo A. Madaloni ("La corte  define  la  aplicación  restrictiva  en cuanto a la responsabilidad de los administradores societarios"; D.T., T.2003,  "B",  pgs.  1003  y  sgts.) cuando, al considerar acertado el fallo de Corte en el caso "Palomeque", afirman que el mismo "reitera el carácter excepcional de la extensión de la responsabilidad societaria basada en el art. 54 de la LSC, ... sin mencionarse, en la sentencia, la atribución de responsabilidad  personal exigida por el art. 274 de la LSC, la que, por otra parte, tampoco aparece mencionada  en el fallo de la instancia anterior (Sala X, CNAT) dejado sin efecto por el Tribunal superior.- 

····*) LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES: el Tribunal del Trabajo Nº 1 de Lomas de Zamora, se había expedido in re "Avila, Carlos Alberto c/  Benjamín  Gurfein S.A. y otros s/ despido", rechazando el pedido de extensión de la condena  en  contra de sus socios integrantes. Contra dicho pronunciamiento, el actor dedujo un recurso extraordinario de  inaplicabilidad de  ley,  pronunciándose  a  su  respecto nuestra Suprema Corte provincial. Veamos:

····La  Corte,  a  través  del enjundioso voto del Dr. Hitters (al cual, en definitiva me  remito),  circunscribió la cuestión a ella sometida, a determinar si el abono de salarios "en negro" o parcialmente clandestino importa la realización de maniobras, fraude o abuso de la personalidad jurídica de la sociedad que habilite el corrimiento del velo societario para comprometer la responsabilidad individual de sus integrantes,  directores o administradores. Y de esta manera, luego de aclarar que no había habido de  parte  del  recurrente postulación orientada a la aplicación solidaria de los directores de la sociedad anónima (en los terminos del art. 274 de la L.S.), sino directamente al "corrimiento  del velo societario" (art. 54, citada ley), determinó  que  solo podía ser objeto de tratamiento en esa instancia, la violación del art. 54 de la Ley  de  Sociedades,  en concordancia con los arts. 14 y 29 de la L.C.T.).-

····Por ello, ateniéndose al pedimento inicial  de  la accionante, el Sr. Ministro preopinante centró la discusión acerca de si la ilegítima modalidad del trabajo informal constituía o no un caso que podía ser  subsumido en el art. 54, último párrafo de la Ley de Sociedades.-

····Y  de esta manera, apoyando su razonamiento en las causas "Palomeque" y "Carballo" (supra  referidas),  y "Tarzone" (que mantuvo igual criterio que las anteriores, aún cuando la pieza recursiva de la parte actora, abonaba su tésis en las previsiones del art. 274 de la ley de sociedades), concluyó determinando que el recurrente no demostró el quebrantamiento  de  las  normas citadas  de la ley de sociedades comerciales, como así tampoco de los arts. 14 y 31 de la Ley de Contrato  de Trabajo.- 

····*) NUESTRA OPINION. 

····Coincidimos con el Doctor Antonio Vázquez  Vialard ("Visión desde el Derecho del Trabajo, de la teoría de la desestimación de la persona jurídica y de  la  responsabilidad de los administradores del  ente  local"; Revista  de Derecho Laboral, 2001-1, pgs. 205 y sgts.) cuando, al no participar del criterio sostenido por la Sala III de la CNAT (in re  "Delgadillo")  estimó  que (la  Sala)  había  desinterpretado  la  norma aplicada (art. 54, parr. 3º, L.S.) ya que no se habían  acreditado ni invocado válidamente la utilización  de  fines extrasocietarios,  sino  solo incumplimientos contractuales que, de suyo, obligan al ente social, pero no a sus socios, en tanto no se acredite la  existencia  de una  maniobra del tipo a que hace referencia la norma, en virtud de la cual se viole la "ley, el orden público, la buena fe o se frustren  derechos  de  terceros" (incumplimientos  éstos  que, a decir del maestro Vázquez Vialard, pudieron ser objeto de reclamo con  fundamento en lo dispuesto por el art. 274 de la L.S. -no mencionado en el caso "Delgadillo"-apoyado en las  reglas  de  conducta  de  indica el art. 59 de la citada ley).-

····Y de acuerdo con las disposiciones de la precitada norma legal (art. 59, L.S.), los administradores y los representantes del ente societario  "deben  obrar  con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios".  El  incumplimiento de tal deber, los hace responder "ilimitada y solidariamente hacia la  sociedad, los accionistas y los terceros por el mal desempeño de su cargo...así como por la violación de la ley, e  estatuto o el reglamento y por cualquier daño  producido por  dolo,  abuso  de  facultades o culpa grave" (art. cit.; 157 y 274, L.S.).-

····Pero  antes de establecer nuestra conclusión definitiva en el tema, vamos a señalar que -tambien- coincidimos con el ilustre doctrinario citado, cuando luego  de afirmar que "si el administrador de la sociedad incurre  -durante el desempeño de su cargo- por lo menos en culpa grave, debe responder ante el tercero (el trabajador lo es) que, como consecuencia del incumplimiento,  sufren un daño"; destaca que "en modo alguno, puede responsabilizarse al administrador por  los  incumplimientos de la sociedad que no le son imputables, sino que responden a otras causas ajenas a su  responsabilidad".-

····Y por si alguna duda dejara su  entendimiento,  el Dr. Vazquez Vialard, ejemplificándolo, dice: ... "cabe precisar que aún cuando proceda imputarle  negligencia al administrador por no haber procedido con diligencia a fin de registrar la relación laboral,  o  por  haber efectuados "pagos en negro" (lo que trae aparejada  la consiguiente  responsabilidad  ante el trabajador que, en virtud de esa actitud, ha sufrido un daño  patrimonial o de otro carácter), aquella se limita al ilícito en que ha incurrido". "Por lo tanto -prosigue  el  autor- si el trabajador reclama indemnización por despido incausado,  respecto  de  éste,  solo podrá hacerse efectiva la responsabilidad del administrador en cuanto el  hecho  le pueda ser imputado a título de dolo o culpa grave".-

····Avanzando  algo  más  aún  en el desarrollo de sus conceptos, el Dr. Vazquez Vialard agrega: "obviamente, el administrador será responsable si el  distracto  se produjo  como  consecuencia del pago en negro o por la falta de registración"..., para finalizar estableciendo  que "en el caso que el distracto hubiera sido dispuesto por el administrador, quien además lo notificó, en tanto  corresponde a los propios de su gestión, las consecuencias solo le son imputables a la sociedad, en tanto éste (el administrador) no haya excedido el  ámbito  propio de sus facultades o haya actuado con dolo o  culpa  grave"  (sic,  autor  y  obra  citada  -pgs. 242/2433-, con destacado nuestro).-

····En  igual sentido, se ha expedido la Cámara Nacional  de  Apelaciones del Trabajo, Sala V, el 30-11-04, in  re  "Salvi c/ Editorial al Día S.R.L." (D.T. 2005, pg. 1279), al establecer que "... solo corresponde admitir la demanda en lo que a tal persona (física) concierne  con  relación a las multas previstas en la Ley Nacional de Empleo, a las cuales  parece  directamente ligada la conducta disvaliosa comprobada,  per  en  el caso, al no prosperar ese reclamo no existen fundamentos para extender esa responsabilidad en los  términos consignados precedentemente".- 

····*)  EL SUPUESTO DE AUTOS. LA CONCLUSION

····Y  ahora  si  creemos encontrarnos en situación de resolver (en la temática propuesta) el supuesto de autos, para lo cual, ocupando entonces  los  precedentes jurisprudenciales   y   doctrinarios   que  condujeron nuestro razonamiento, y ateniéndonos  al  carácter  de administradores de Diefer Motors  S.A.  que  revestían los codemandados Jorge Alberto Lepera y Vricella María Cristina (presidente y vicepresidente  del  directorio conf. fs. 78 vta.), y "sin descuidar" que a fs. 65, la actora desistió de su  acción  contra  el  codemandado Fernando  Lepera (apoderado de la accionada, y "encargado" además de remitir los telegramas de suspensión y despido a la actora -conf. fs. 5 y 8-), resuelvo  responsabilizar  a don Jorge Alberto Lepera y doña Vricella María Cristina, solidariamente, aunque solo en  la medida de aquellos incumplimientos que le fueran imputables (arts. 2, 59 y 274  de  la  ley  19.550,  y  su doctrina).-

····En aval de esta conclusión, y en referencia a  los antecedentes que "colaboraron"  en  su  determinación, creemos necesario (y, por que no "didáctico") recordar nuestros principales (fundamentales) puntos de apoyo:

····+) a partir de allí  ("Delgadillo...")  se  fueron sucediendo -siempre en el ámbito de la  Capital  Federal-  distintos  fallos en "casi" igual sentido de los que se desprende que la  jurisprudencia  utilizó  para evaluar  la  responsabilidad de socios y directores no socios los arts. 54, 59 y 274 de la L.S., y cuando  se trató de la responsabilidad del ente  hacia  terceros, siguió utilizando las normas laborales, destacando "la prudencia que debe existir cuando se trata de extender la  responsabilidad  a sujetos que en principio no son los legitimados pasivos en la relación sustancial  jurisdiccional"; 

····+)  "un solo acto y la sola contratación irregular no puede considerarse una actuación abusiva entendiendo  ésta  como  una utilización del objeto social para abusar  de la personalidad jurídica, como sería el caso, por ejemplo, de una sociedad que se dedique a  una actividad  manifiestamente  ilícita, pero no a una sociedad que se dedique a una actividad lícita".- 

····+) "la intención del legislador  al  sancionar  la ley 19.550 fue regular las relaciones de los socios  y terceros con  éstos  pero  no  en  la  relación  laboral....si el legislador hubiera creído conveniente extender la responsabilidad por el trabajo  en  negro  a los integrantes de la sociedad y  sus  administradores debió  aplicarlo a través de las leyes que así lo dispusieran expresamente, máxime cuando ya  existen  sanciones específicas para reprimir las conductas mencionadas en la ley 24.013";

····+) "el art. 54 de la L.S. "se orienta a  sancionar la  utilización ilegal de contrato de sociedad y no la ilegalidad de los actos por aquella realizados";

····+)  "los  jueces laborales hicieron una aplicación de una disposición de la ley de sociedades comerciales que  no constituye una derivación razonada del derecho vigente, pues se contrapone con principios  esenciales del régimen societario" ("Carballo c/ Kanmar",  31-10-02);

····+)  los Jueces de grado "prescindieron de considerar  que la personalidad diferenciada de la sociedad y sus  administradores constituye el eje sobre el que se asienta la normativa sobre sociedades anónimas  y  que ésta conforma un régimen especial que se explica  porque aquellas constituyen una herramienta que el  orden jurídico provee al comercio como uno de los  principales motores de la economía" ("Carballo...");

····+)  "resulta  irrazonable que el simple relato del actor, sin mencionar el respaldo de otras pruebas producidas en la causa, tenga la virtualidad  de  generar la aplicación de una causal de responsabilidad en  materia societaria que tiene el carácter de excepcional, sin la debida justificación" ("Carballo...");

····+)"no corresponde hacer extensiva la condena a los socios y administradores de  la  sociedad  sino  quedó acreditado que estemos en presencia  de  una  sociedad ficticia o fraudulenta, constituída en abuso del derecho y cn el propósito de violar la ley que, prevaliéndose de dicha personalidad, afecte  el  orden  público laboral  o  evada  normas legales" ("Palomeque Aldo c/ Benemeth S.A."; 3-4-2003) mediante el cual, con el voto de cinco de sus miembros y el dictámen del Procurador  Fiscal,  revocó  una sentencia de la Sala X de la CNAT considerando que , expresando además que "la personalidad  diferenciada  de la sociedad y sus socios y administradores constituye el  eje  sobre  el  que  se asienta  la normativa sobre sociedades anónimas y ésta configura un régimen especial porque aquellas  constituyen  una herramienta que el orden jurídico provee al comercio como uno de los  principales  motores  de  la economía" ("Palomeque...);

····+)  "la personalidad diferenciada de la sociedad y sus  socios  y administradores constituye el eje sobre el que se asienta la normativa sobre sociedades anónimas  y  ésta  configura  un  régimen  especial  porque aquellas constituyen una herramienta que el orden  jurídico provee al comercio como uno de los  principales motores de la economía" ("Palomeque...);

····+)  "el  fallo  de  Corte  en el caso "Palomeque", "reitera el carácter excepcional de la extensión de la responsabilidad societaria basada en el art. 54 de  la LSC, ... sin mencionarse, en la sentencia, la  atribución de responsabilidad personal exigida por  el  art. 274 de la LSC, la que, por otra parte, tampoco aparece mencionada en el fallo de la instancia anterior  (Sala X, CNAT) dejado sin efecto por  el  Tribunal  superior (Horacio A. Brignole y Osvaldo A. Madaloni ("La  corte define  la  aplicación restrictiva en cuanto a la responsabilidad  de  los  administradores   societarios"; D.T., T.2003, "B", pgs. 1003 y sgts.); ····+) "apoyando su razonamiento en las causas "Palomeque" y "Carballo" (supra referidas), y "Tarzone" (que mantuvo igual criterio  que  las anteriores, aún cuando la pieza recursiva  de  la  parte actora, abonaba su tésis en las previsiones  del  art.  274  de la ley de sociedades), concluyó determinando que el recurrente no demostró el quebrantamiento de las normas citadas de la ley de sociedades comerciales, como así tampoco de los arts. 14 y 31 de la Ley de Contrato de Trabajo  (del  voto  del Dr.  Hitters, in re "Avila, Carlos Alberto c/ Benjamín Gurfein S.A. y otros s/ despido";

····+) "(la Sala) había desinterpretado la norma aplicada (art. 54, parr. 3º, L.S.) ya  que  no  se  habían acreditado  ni  invocado válidamente la utilización de fines   extrasocietarios,  sino  solo  incumplimientos contractuales  que,  de  suyo, obligan al ente social, pero no a sus socios, en tanto no se acredite la existencia de una maniobra del tipo a que hace  referencia la  norma,  en  virtud de la cual se viole la "ley, el orden  público,  la buena fe o se frustren derechos de terceros, incumplimientos éstos que pudieron ser objeto de reclamo con fundamento en lo  dispuesto  por  el art.  274 de la L.S. -no mencionado en el caso "Delgadillo"-apoyado en las reglas de conducta de indica  el art.  59  de  la citada ley (Antonio Vázquez Vialard ; "Visión  desde el Derecho del Trabajo, de la teoría de la  desestimación  de la persona jurídica y de la responsabilidad  de  los administradores del ente local"; Revista de Derecho Laboral, 2001-1, pgs. 205 y  sgts., al  no  participar  del criterio sostenido por la Sala III de la CNAT in re "Delgadillo";

····+) "de acuerdo con las disposiciones de la  precitada  norma legal (art. 59, L.S.), los administradores y  los representantes del ente societario "deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen  hombre  de negocios".  El  incumplimiento  de tal deber, los hace responder "ilimitada y solidariamente hacia la  sociedad,  los accionistas y los terceros por el mal desempeño  de  su  cargo...así  como por la violación de la ley,  e  estatuto o el reglamento y por cualquier daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave" (art. cit.; 157 y 274, L.S.)";

····Por último, en relación a la limitación de responsabilidad respecto de don Jorge Alberto Lepera y  doña Vricella María Cristina, destaco (repito, digamos) los antecedentes que "apuntalan" nuestra decisión:

····+)  "si  el administrador de la sociedad incurre -durante el desempeño de su cargo- por lo menos en culpa grave, debe responder ante el tercero (el  trabajador  lo es) que, como consecuencia del incumplimiento, sufren  un  daño";  destaca que "en modo alguno, puede responsabilizarse al administrador por  los  incumplimientos de la sociedad que no le son imputables,  sino que responden a otras causas ajenas a su responsabilidad" (Antonio Vázquez Vialard ; "Visión desde el Derecho del Trabajo, de la teoría de la  desestimación  de la persona jurídica y de la responsabilidad de los administradores del ente local"; Revista de Derecho  Laboral, 2001-1, pgs. 242/243); 

····+) "cabe precisar que aún cuando proceda imputarle negligencia  al  administrador  por no haber procedido con diligencia a fin de registrar la relación laboral, o por haber efectuados "pagos en negro" (lo  que  trae aparejada la consiguiente responsabilidad ante el trabajador que, en virtud de esa actitud, ha  sufrido  un daño patrimonial o de otro carácter), aquella se limita  al ilícito en que ha incurrido. Por lo tanto si el trabajador  reclama indemnización por despido incausado, respecto  de  éste, solo podrá hacerse efectiva la responsabilidad del administrador en cuanto el  hecho  le pueda ser imputado a título de dolo o culpa  grave" (sic, autor y obra citada);

····+)  "obviamente, el administrador será responsable si el distracto se produjo como consecuencia del  pago en negro o por la falta de registración" (sic, autor y obra citada);

····+)  "en el caso que el distracto hubiera sido dispuesto por el administrador, quien además lo notificó, en tanto corresponde a los propios de su gestión, las  consecuencias solo le son imputables a la sociedad, en tanto  éste (el administrador) no haya excedido el ámbito propio de sus facultades o haya actuado con  dolo o culpa grave" (sic, autor y obra citada).-

····RUBROS POR LOS QUE TAMBIEN DEBEN RESPONDER LOS CODEMANDADOS RESPONSABILIZADOS SOLIDARIAMENTE:

····En atención a lo mas antes concluído, resuelvo que don Jorge Alberto Lepera y doña Vricella María Cristina, deben responder en forma solidaria con la codemandada Diefer Motors S.A. respecto de los siguientes rubros y sus respectivos montos:

····+) salarios correspondientes a octubre, noviembre, diciembre  de 2001, y dos días de enero/02, $1.458,86; ····+) S.A.C. año 2001/02, $506,73; 

····+)  vacaciones  del  año  2001;integradas  con  el S.A.C., $288,68; 

····+) vacaciones proporcionales al año 2002, $139,53; 

····+) indemnización del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo, $1.289,18 (arts. 59, 157 y 274, L.S.C.; )".-

····Ello  hace  un total de pesos TRES MIL SEISCIENTOS OCHENTA  Y   DOS   CON   NOVENTA   Y   OCHO   CENTAVOS ($3.682,98).-

····9) Las costas del juicio las impongo  a  la  parte demandada vencida, respecto de los rubros de progreso; y a la actora, en relación a los de rechazo (art.  19, 20 y 22 ley 11.653).-

····Con la salvedad de lo resuelto en el punto 6, VOTO ENTONCES POR LA AFIRMATIVA.-

A  la  misma cuestión, los Señores Jueces Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por  sus  fundamentos.-

A LA SEGUNDA CUESTION, EL  SEÑOR  JUEZ  DOCTOR  OSCAR  ADOLFO POZZOLO, DIJO:

····Dado  la forma en que ha sido resuelta la cuestión anterior, corresponde: 

····1)  Hacer  lugar a la demanda, condenando a Diefer Motors S.A., a abonar a la actora, doña Jimena  Vanesa Figlioli, la suma de pesos SEIS MIL SETECIENTOS OCHENTA Y SIETE CON SEIS CENTAVOS ($6.787,06)  conforme  al siguiente detalle: salarios correspondientes  a  octubre, noviembre, diciembre de 2001, y dos días de  enero/02,  $1.458,86;  S.A.C. año 2001/02, $506,73; vacaciones  del  año  2001,  integradas  con  el   S.A.C., $288,68;  vacaciones  proporcionales  al   año   2002, $139,53; indemnización sustitutiva del  preaviso,  más S.A.C., $515,72; indemnización por  antiguedad,  integrada con el S.A.C., $773,46; indemnización  art.  80, L.C.T.,   conf.  ley  25.345  y  3  del  dec.  146/01, $1.428,15; indemnización del art. 15 de la Ley  Nacional de Empleo, $1.289,18, e indemnización del  art.  2 de  la  ley  25.323, $386,75 (arts. 74, 123, 150, 156, 260 y ccdts., L.C.T.; 80, L.C.T., conf. ley 25.345 y 3 del dec. 146/01; ley 23.041 y dec. 1078/84; arts. 6, 7 y ccdts., Ley 25.013 y 2, ley 25.323).- 

····2) Condenar a don Jorge Alberto Lepera y doña Vricella  María Cristina, en forma solidaria con la codemandada Diefer Motors S.A., a abonar a la actora, doña Jimena Vanesa  Figlioli,  la  suma  de  pesos TRES MIL SEISCIENTOS OCHENTA  Y DOS CON NOVENTA Y OCHO CENTAVOS ($3.682,98), imputable a los siguientes rubros  y  sus respectivos  montos: salarios correspondientes a octubre, noviembre, diciembre de 2001, y dos días de  enero/02,  $1.458,86;  S.A.C. año 2001/02, $506,73; vacaciones   del  año  2001,  integradas  con  el  S.A.C., $288,68;   vacaciones   proporcionales  al  año  2002, $139,53,  e indemnización del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo, $1.289,18 (arts. 74, 123, 150, 156, 260 y ccdts., L.C.T.; 19, 20 y 22 ley 11.653), desestimando su responsabilidad respecto de los  siguientes  rubros (y montos): indemnización sustitutiva del preaviso, más S.A.C., $515,72; indemnización por antiguedad, integrada con el S.A.C., $773,46;  indemnización  art. 80,  L.C.T.,  conf.  ley  25.345  y 3 del dec. 146/01, $1.428,15 , e indemnización  del  art.  2  de  la  ley 25.323, $386,75 (art. 499, Código Civil).-

····Sobre las sumas de condena, a partir del 1º de febrero de 2002 y hasta el momento del efectivo pago, se aplicarán intereses calculados conforme a la tasa que  cobre el Banco de la Pcia. de Bs. As. en sus operaciones  de  descuento de documentos a 30 días, vigente en los distintos períodos de aplicación (arts. 509 y 622, Cód. Civil).- 

····2)  Condenar  a la demandada Diefer Motors S.A., a hacer  entrega  a la actora, del certificado de servicios  legalmente  previsto,  bajo apercibimiento y sin perjuicio de las sanciones conminatorias que  pudieran corresponder  (art.  80, L.C.T.; 37, C.P.C. y 666 bis, Cód. Civil) 

····3)  Rechazar  la  demanda deducida por doña Jimena Vanesa Figlioli, a Diefer Motors S.A., don  Jorge  Alberto Lepera y doña Vricella María Cristina, en  relación a los siguientes rubros: "horas extras  desde  su ingreso"; "subsidio por desempleo no percibido del ANSES", más el daño moral; sanción del art.  275  de  la L.C.T.; indemnizaciones de los arts.  9  y  10  de  la L.N.E.; indemnización del art. 132 bis  de  la  L.C.T. (texto según art. 43, ley 25.345)  (art.  499,  Código Civil).-

····4) imponer las costas del juicio a la parte demandada vencida, respecto de los  respectivos  rubros  de progreso; y a la actora, en relación a los de  rechazo (art. 19, 20 y 22 ley 11.653).-

····ASI LO VOTO.-

A la misma cuestión los Señores Jueces, Doctores  Silvia  Ester  Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por sus fundamentos.-

····Con  lo que terminó el acuerdo, firmando los Señores Jueces, por ante mi de lo que doy fe.-

··················SILVIA ESTER BARTOLA

·······················Presidente

ANA ROSA BINDA····················OSCAR ADOLFO POZZOLO 

····Juez ·································Juez

····················BLANCA ESTER RIVOLTA

·························Secretaria

····················S E N T E N C I A  

Quilmes, octubre ····· de 2005.-

AUTOS  Y  VISTOS:  CONSIDERANDO:  que en el precedente Acuerdo ha quedado establecido:

····"Tanto la doctrina como la jurisprudencia  se  encuentran acordes en exigir que el empleador  acredite  haber cumplido con los requisitos enunciados en el artículo 247 de la L.C.T., para que sea viable la indemnización "simple" allí normada"; 

····"La fuerza mayor referida ha de  ser  debidamente  comprobada  (o  comprobable) a través de la justificación de la existencia e inimputabilidad del evento que le dió origen, a fin de llevar al ánimo del  Juzgador  la certidumbre que excluya toda vacilación o duda  al  respecto"; 

····"El empleador que aduce esa causal, debe  justificar la adopción de las medidas pertinentes para evitar o superar  la coyuntura desfavorable que lo llevó a la situación de falta de trabajo";

····"El actuar  leal  y diligente de un buen hombre de negocios, implica la adopción de políticas empresarias que, de acuerdo a una previsión  razonable,  permitan  anticipar la concreción del objetivo lucrativo de  la  empresa"; 

····"Con respecto a la sanción del  art.  275  de  la  L.C.T., este Tribunal se ha  expedido  reiteradamente  estableciendo que debe ser aplicada con suma cautela y solo en los casos donde se comprueben plenamente  los  hechos que configuren la temeridad y malicia"; 

····"La prueba del trabajo extraordinario debe ser fehaciente, categórica y cabal, tanto en lo que  se  refiere a los servicios cumplidos, como al tiempo en que se desarrollaron, creándose -además-  una  presunción  desfavorable para  aquel trabajador que reclama recién al rescindir el contrato"; 

····Y lo  establecimos  en tanto creemos que, así como la Excma. Suprema Corte de Justicia provincial,  refiriendo a los reclamos por diferencias  salariales  ha  requerido "como punto de partida y modo indispensable  pautas mínimas suficientes para que  el  sentenciante  pueda pronunciarse sobre la  validez  del  pedimento"  (autos Maina c/ Gomez; L. 46.541, del 13-8-91,  entre  muchas otras),  también  es  razonable adoptar similar criterio en materia de reclamos por horas extras;

····En efecto, estamos convencidos que para viabilizar la acción que persigue el cobro de  horas  extras,  no basta que en demandada se determine un horario que supere la "jornada normal", y, en  su  consecuencia,  se integre a la liquidación un monto global seguido de la clásica nominación "horas extras  al  50  %  u  Horas  extras al 100%, o ambas a la vez.- 

····Tampoco es suficiente que un par de testimonios se limiten a repetir (de memoria, a veces) un horario, en tanto no produzcan un detallado resumen de días, meses y años a los que se pretende atribuir el mismo.-

····Además  creemos que quita seriedad a la acción deducida el hecho de que no se halla acreditado petición alguna respecto  al  pago  de horas extras antes de la iniciación del conflicto en cuestión, sobre  todo  teniendo en consideración que se introduce en  el  mismo todo o  gran  parte  del tiempo de relación jurídica a las ordenes de la demandada.-

···· "de acuerdo con las disposiciones de la precitada norma legal (art. 59, L.S.), los administradores y los representantes del ente societario deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre  de  negocios. El incumplimiento de tal deber, los hace responder ilimitada  y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros por el mal desempeño de su  cargo...  así como por la violación de la ley, e estatuto o el reglamento y por cualquier  daño  producido  por dolo,  abuso  de  facultades  o culpa grave" (art. cit.; 157 y 274, L.S.)";

····"en  modo alguno, puede responsabilizarse al administrador por los incumplimientos de la sociedad  que  no le son imputables, sino que responden a otras  causas ajenas a su responsabilidad";

····"cabe precisar que aún cuando  proceda  imputarle  negligencia al administrador por no  haber  procedido  con diligencia a fin de registrar la relación laboral, o por haber efectuados "pagos en negro" (lo que  trae  aparejada la consiguiente responsabilidad ante el trabajador que, en virtud de esa actitud, ha sufrido  un  daño patrimonial o de otro carácter), aquella se limita al  ilícito en que ha incurrido. Por lo tanto si el trabajador reclama indemnización por despido  incausado, respecto  de  éste, solo podrá hacerse efectiva la responsabilidad del administrador en cuanto el  hecho  le pueda ser imputado a título de dolo  o  culpa  grave";

····"en el caso que el distracto hubiera sido dispuesto por el administrador, quien además lo notificó, en  tanto corresponde  a  los  propios  de su gestión, las consecuencias solo le son imputables a la sociedad, en tanto éste (el administrador) no haya excedido el  ámbito propio  de sus facultades o haya actuado con dolo o culpa grave".- 

····POR ELLO, y demás fundamentos que lo sustentan, EL TRIBUNAL RESUELVE: 

····1) Hacer lugar a la demanda, condenando  a  Diefer Motors  S.A., a abonar a la actora, doña Jimena Vanesa Figlioli, la suma de pesos SEIS MIL SETECIENTOS OCHENTA  Y  SIETE CON SEIS CENTAVOS ($6.787,06) conforme al siguiente  detalle:  salarios correspondientes a octubre, noviembre, diciembre de 2001, y dos días de  enero/02,  $1.458,86;  S.A.C. año 2001/02, $506,73; vacaciones  del  año  2001,  integradas  con  el   S.A.C., $288,68;  vacaciones  proporcionales  al   año   2002, $139,53;  indemnización  sustitutiva del preaviso, más S.A.C.,  $515,72;  indemnización por antiguedad, integrada  con  el S.A.C., $773,46; indemnización art. 80, L.C.T.,  conf.  ley  25.345  y  3  del  dec.   146/01, $1.428,15;  indemnización del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo, $1.289,18, e indemnización del  art.  2 de la ley 25.323, $386,75 (arts. 74,  123,  150,  156, 260 y ccdts., L.C.T.; 80, L.C.T., conf. ley 25.345 y 3 del dec. 146/01; ley 23.041 y dec. 1078/84; arts. 6, 7 y ccdts., Ley 25.013 y 2, ley 25.323).- 

····2) Condenar a don Jorge Alberto Lepera y doña Vricella  María Cristina, en forma solidaria con la codemandada Diefer Motors S.A., a abonar a la actora, doña Jimena Vanesa  Figlioli,  la  suma  de  pesos TRES MIL SEISCIENTOS OCHENTA Y DOS CON NOVENTA Y OCHO CENTAVOS  ($3.682,98), imputable a los siguientes rubros  y  sus respectivos montos: salarios correspondientes a  octubre, noviembre, diciembre de 2001, y dos días de  enero/02,  $1.458,86;  S.A.C. año 2001/02, $506,73; vacaciones   del  año  2001,  integradas  con  el  S.A.C., $288,68;   vacaciones   proporcionales  al  año  2002, $139,53,  e indemnización del art. 15 de la Ley Nacional de Empleo, $1.289,18 (arts. 74, 123, 150, 156, 260 y ccdts., L.C.T.; 19, 20 y 22 ley 11.653), desestimando su responsabilidad respecto de los  siguientes  rubros (y montos): indemnización sustitutiva del preaviso, más S.A.C., $515,72; indemnización por antiguedad, integrada con el S.A.C., $773,46;  indemnización  art. 80, L.C.T., conf. ley 25.345  y  3  del  dec.  146/01, $1.428,15 , e indemnización  del  art.  2  de  la  ley 25.323, $386,75 (art. 499, Código Civil).-

····Sobre las sumas de condena, a partir del 1º de febrero de 2002 y hasta el momento del efectivo pago, se aplicarán intereses  calculados conforme a la tasa que cobre el Banco de la Pcia. de Bs. As. en sus operaciones  de  descuento de documentos a 30 días, vigente en los distintos períodos de aplicación (arts. 509 y 622, Cód. Civil).- 

····2) Condenar a la demandada Diefer Motors  S.A.,  a hacer entrega a la actora, del certificado  de  servicios legalmente previsto, bajo  apercibimiento  y  sin perjuicio de las sanciones conminatorias que  pudieran corresponder (art. 80, L.C.T.; 37, C.P.C. y  666  bis, Cód. Civil) 

····3)  Rechazar  la  demanda deducida por doña Jimena Vanesa Figlioli, a Diefer Motors S.A., don  Jorge  Alberto  Lepera y doña Vricella María Cristina, en relación  a  los siguientes rubros: "horas extras desde su ingreso"; "subsidio por desempleo no percibido del ANSES",  más  el  daño moral; sanción del art. 275 de la L.C.T.; indemnizaciones de los arts.  9  y  10  de  la L.N.E.;  indemnización  del  art. 132 bis de la L.C.T. (texto  según  art.  43, ley 25.345) (art. 499, Código Civil).-

····4) imponer las costas del juicio a la parte demandada vencida, respecto de los  respectivos  rubros  de progreso; y a la actora, en relación a los de  rechazo (art. 19, 20 y 22 ley 11.653).-

····Los honorarios de los profesionales intervinientes se regularán una vez practicada por Secretaría la  liquidación prevista por el art. 48 de la ley 11.653.- 

····Regístrese,  notifíquese y oportunamente, archívese.-

··················SILVIA ESTER BARTOLA

·······················Presidente

ANA ROSA BINDA····················OSCAR ADOLFO POZZOLO 

····Juez ·································Juez

····················BLANCA ESTER RIVOLTA

·························Secretaria

